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    Si la justicia desaparece, no tiene
ningún sentido la vida de los 
hombres sobre la tierra.


    IMMANUEL KANT

  


  
    Prólogo
 Superar el concepto de “orden público”


    Por Léon Valencia


    Este libro se ocupa de dos cosas primordiales para el posconflicto: sustituir la “justicia” y la “seguridad” que han proporcionado las guerrillas en los territorios y transformar la justicia y la seguridad local que ha proporcionado el Estado durante los últimos cincuenta años. Haciendo bien estas dos cosas daríamos, sin duda, un salto gigantesco hacia el cierre definitivo del conflicto armado y hacia la prevención de otras violencias. Pero aun así, faltaría una tercera cosa, sin la cual no podemos decir que la democracia, ese gran mito de Occidente, haya llegado de verdad a los más apartados lugares del país. Se trata de abandonar, de superar completamente, el concepto de “orden público” en el tratamiento de la protesta social. Sería el complemento ideal para ganar la confianza de la ciudadanía en el Estado.


    Este aspecto no se trabajó en las investigaciones que realizó la Fundación Paz & Reconciliación en estos tres años, pero esta es consciente de la importancia que se le dio a una nueva manera de tramitar los conflictos en las negociaciones entre el Gobierno nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), y el lugar destacado que tiene también esta inquietud en las conversaciones con el Ejército de Liberación Nacional (ELN). De hecho figura en los acuerdos ya firmados de La Habana y es punto central en la agenda que se acordó con el ELN.


    Encontramos el origen de esta idea, de esta disposición estatal, en el famoso discurso de Alberto Lleras Camargo en el Teatro Patria en 1963. Lleras Camargo —para inhibir la participación de la Fuerza Pública en la política, dada la tragedia que significó la deliberación de las Fuerzas Armadas en los años que precedieron a la gran violencia de los años cincuenta— señaló que en adelante los militares y la Policía se dedicarían a controlar el “orden público’’ mientras que los políticos tenían por función disputar el apoyo ciudadano, gobernar y administrar el país. Lo de “orden público” fue una noción genérica, sin mayor desarrollo en el discurso, pero luego, a medida que pasó el tiempo, se fue llenando de contenido.


    El concepto adquirió centralidad cuando se configuró a plenitud el conflicto armado. Le sirvió a la dirigencia política para obviar la palabra “guerra”. Hasta principios del siglo XXI se hablaba de problemas de orden público, y los militares y policías que se enfrentaban a unas guerrillas armadas y organizadas para sofisticadas y grandes acciones de guerra tenían la función de controlar estos “problemas”. A los lugares de operaciones se les llamaba “zonas de orden público”.


    Era desde luego un desafortunado eufemismo que sirvió para minimizar el enorme sacrificio que hacían las Fuerzas Armadas en la confrontación con las guerrillas en operaciones que muchas veces sobrepasaban los cincuenta muertos en su lado. Pero también relativizaban las bajas del otro lado, que se convertían en muertes anónimas en lo profundo de las montañas. Al hacer el balance año por año, en muchas oportunidades se sobrepasaron con creces los mil muertos en combate entre las huestes oficiales y los irregulares, cifra que en universidades de Estados Unidos se utilizaba para definir que había una auténtica guerra civil en un país.


    El general Jorge Enrique Mora, ya en su condición de retiro, en un debate en la Escuela Superior de Guerrra, vino a poner sobre el tapete el error que había cometido la dirigencia política colombiana al desentenderse del conflicto armado por largo tiempo al utilizar la categoría de “orden público”. Lo decía con toda la autoridad moral, dado que fue él, en compañía del general Fernando Tapias, quien —advirtiendo la magnitud del conflicto— se empeñó en la tarea de modernizar, equipar y agrandar las Fuerzas Armadas para afrontar el desafío de guerra que habían plantado las FARC en la cordillera Oriental en los últimos años del siglo XX y en los primeros del siglo XXI. Tapias y Mora hablaron por primera vez sin ambages de la guerra que vivía el país y convocaron a la sociedad a ponerle la cara al conflicto, ya fuera por la vía de un triunfo militar definitivo o por el camino de una negociación política.


    Pero fue un error aun más grave incluir dentro de la categoría de “orden público” a la protesta social. Metieron en un mismo costal la acción insurgente y los reclamos legítimos de la ciudadanía. Para justificar lo arbitrario que resultaba esta asociación, se pusieron en la tarea de cantar a cuatro vientos que las protestas, todas o la mayoría, estaban infiltradas por la guerrilla o hacían parte de un plan político. Lo decían sin vergüenza alguna. Cuando empezaba una movilización ciudadana, con raras excepciones, el Gobierno salía a decir que habían descubierto elementos de la guerrilla infiltrados o que tal o cual huelga no tenía en realidad fines laborales o sociales sino propósitos políticos desestabilizadores.


    Se volvió costumbre que las autoridades civiles no llegaban nunca solas a atender los reclamos ciudadanos en los lugares apartados del país y también en muchas ciudades. Ponían siempre por delante a escuadrones de militares y policías. No había un plan de concertación, un acercamiento democrático a la población; había un acercamiento autoritario, una relación de fuerza, no de consenso.


    A su vez las comunidades —de tanto ver llegar a la Policía y al Ejército, de tanto sentir que la respuesta a sus demandas era la fuerza— optó por acudir al expediente de la defensa y la agresión. Las manifestaciones terminaban en disturbios, en pedreas, en incendios, en enfrentamientos en las que se utilizaban armas artesanales. Se volvió un hecho normal la muerte de manifestantes atravesados por balas oficiales. Las comunidades acudieron a los bloqueos de vías, al sabotaje de instalaciones y en oportunidades retenían a agentes del Estado. La Fuerza Pública especializó sus funciones y dio luz a los escuadrones antimotines, a temibles fuerzas de choque. La guerrilla —ni corta ni perezosa— acudió al paro armado, para simbolizar que sus acciones tenían respaldo ciudadano, y los paramilitares hicieron los mismo.


    De tanto invocar infiltración guerrillera, la infiltración se volvió real; de tanto acusar a las comunidades de violencia, la violencia de las comunidades se volvió real; de tanto ligar conflicto armado y protesta ciudadana, la imbricación fue realidad en muchos lugares; no en todos, pero sí en muchos y en muchas oportunidades.


    El círculo vicioso se hizo patente. Había un tratamiento represivo, un tratamiento de “orden público” a la protesta social, porque en algunos lugares había infiltración de actores ilegales o porque las comunidades iban a la lucha reivindicativa como una batalla. A su vez las organizaciones sociales, los sindicatos, las fuerzas estudiantiles, las comunidades indígenas y negras se preparaban para defender sus reivindicaciones forzando la democracia, torciéndole el pescuezo a la legalidad, desafiando el “estado de sitio” en la etapa anterior a la Constitución de 1991 o a las nuevas disposiciones de control de la protesta después de que se estableció la nueva carta de derechos.


    En el posconflicto no existirá el pretexto del conflicto armado, el Estado tendrá que conjurar de verdad su espíritu autoritario y volcarse a concertar con las comunidades sus demandas y peticiones. Tendrá que echar mano del diálogo y el trámite democrático de los conflictos sociales. La Fuerza Pública será el último recurso, no el primero, en presentarse a las protestas; tendrá una función disuasora de la violencia, no promotora de esta. También las comunidades tendrán que aprender nuevas maneras de protestar, tendrán que utilizar más recursos simbólicos, más imaginación ciudadana para llamar la atención de las autoridades o de las élites económicas y sociales, tendrá que acudir en primer lugar a la ley, tendrá que invocar el “Estado de derecho”.


    No queríamos entregar este libro al lector sin antes hacer esta advertencia: nueva seguridad local, nueva justicia local y nueva manera de tramitar los conflictos sociales —dejando atrás el concepto de “orden público”— constituyen una tríada fundamental para la construcción de la democracia en los territorios que fueron lugares de guerra por más de cincuenta años.

  


  
    I
 Parte

  


  
    Introducción


     


     


    El posconflicto puede ser entendido como una etapa de transición. Se parte de un punto en el que había conflicto armado, y hay una multiplicidad de puntos a donde se podría llegar, es decir, el punto de llegada es indeterminado. Esto, a su vez, significa que el punto de llegada no necesariamente es mejor que el punto de partida, ya sea en términos de seguridad, justicia o democratización1, de tal forma que el posconflicto se entiende como un período de tiempo con grados altos de incertidumbre. Así las cosas, el punto de llegada dependerá de una serie de factores que determinarán el país que tendremos en 15 años.


    El país está cerrando una de sus etapas más dolorosas, la cual marcó, prácticamente, seis décadas de política colombiana: un conflicto armado que dejó poco más de 7 millones de personas desplazadas, alrededor de 215 000 muertos, 87 000 desaparecidos y algo más de 30 000 personas secuestradas. Además, fue un conflicto armado que por lo prolongado creó una economía de guerra que sobrevivirá a los agentes que la impulsaron y que de hecho es uno de los grandes retos que tendrá la construcción de paz en Colombia. También el conflicto armado significó el asesinato sistemático de líderes políticos y sociales, y la destrucción de movimientos políticos y organizaciones de base, así como el pilar que permitió la alianza entre sectores políticos y grupos armados ilegales, que al final han llevado a más de 60 excongresistas a la cárcel.


    Superar estas consecuencias del conflicto armado, así como los factores que permitieron su surgimiento, y sobre todo garantizar que ello no se vuelva a repetir es la labor fundamental en la etapa de transición.


    El posconflicto tiene dos niveles, uno nacional, que se refiere a las grandes reformas constitucionales que le permitirán a Colombia avanzar en el proceso de democratización, en el proceso de reconciliación nacional y, sobre todo, en el proceso de reparación integral a las víctimas del conflicto armado, lo cual incluye verdad, justicia (transicional), perdón y garantías de no repetición.


    Además del posconflicto nacional, se encuentra lo que se podría denominar el posconflicto territorial. Este se refiere a resolver la pregunta de cómo el Estado ocupa vacíos que dejan los actores armados ilegales y cómo se resuelven situaciones estructurales que han perpetuado la violencia en diferentes regiones del país.


    Los datos territoriales del posconflicto son los siguientes: las FARC y el ELN operaron hasta el 2016 en 281 municipios de un total de 1122 que tiene el país, es decir, cerca del 25 % de las municipalidades. Obviamente se debe aclarar que la presencia no es homogénea en el territorio y no hay una intensidad estándar. En 190 de los 281 municipios hay presencia de economías de guerra, ya sean cultivos de coca, laboratorios de clorhidrato de cocaína, minería criminal y contrabando. La mayoría de estos municipios son categoría 6, manejan un bajo presupuesto, no tienen un comercio local desarrollado y su deficiencia institucional es alta.


    Dicha deficiencia institucional, en parte, fue suplida por actores armados ilegales y grupos criminales. Por ejemplo, las FARC crearon un andamiaje institucional para administrar la justicia y la seguridad en las zonas rurales donde operaban. Un problema vecinal entre campesinos tenía una primera instancia, que era el Comité de Convivencia de la Junta de Acción Comunal. Allí, si el caso no era resuelto, pasaba a la Junta de Acción Comunal en pleno. Esa era la segunda instancia. Si aun así el caso no se resolvía, había una tercera instancia a la que se le denominaba Núcleo de Juntas de Acción Comunal. Y la cuarta instancia era un proceso al que se denominó Consejos de Seguridad, que en realidad era una especie de “juicio” que llevaba a cabo el comandante guerrillero de la zona. En este tipo de proceso no hay presunción de inocencia, tampoco debido proceso: es una justicia déspota, pero eficaz.


    Otro ejemplo tiene que ver con la seguridad que las FARC prestaban en varias de estas zonas rurales. Ellas se encargaban de controlar el hurto, mantenían normas de convivencia en la comunidad y en general garantizaban el funcionamiento de diferentes economías ilegales e informales. Un campesino dijo: “Ellos —las FARC— eran como nuestro Estado… todo el mundo hacía caso y así nadie ponía problema”. Estos son los vacíos que tendría que llenar el Estado en el posconflicto territorial.


    A nivel territorial habría tres retos sustanciales: los asuntos de seguridad territorial, los temas de administración de justicia local y los asuntos de la apertura democrática local. Se debe aclarar que una cosa es la administración de justicia local, es decir, el servicio de justicia, que debería resolver todo tipo de conflictividades sociales, y otra cosa es la justicia transicional enmarcada dentro de un proceso de reparación integral a las víctimas.
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    Obviamente, los retos son muchos más. Un buen ejemplo es la infraestructura vial interveredal que debería construirse para la creación de mercados legales, al igual que la necesidad de formalizar predios rurales. Sin embargo, el diagrama anterior muestra los retos casi que inmediatos que deberán garantizar el éxito del posconflicto y por ende la llegada a un punto de pacificación nacional.


    

    La división entre el posconflicto nacional y el territorial no es absoluta. Hay conflictos, como por ejemplo la minería ilegal, la extorsión y el narcotráfico, y la propiedad de la tierra (hay un conflicto estructural alrededor de la posesión, uso y titulación de la tierra), que desbordan las capacidades de los operadores locales de justicia y que —dada la complejidad que traen consigo— no logran responder de manera eficaz a los requerimientos de atención que plantean las dinámicas de este tipo de delitos.


    El presente libro se dedica a trabajar dos de los retos territoriales del posconflicto; el de seguridad local y sobre todo rural, y el de administración de justicia local-rural. Esto significó analizar todo el sector de seguridad y justicia, por ejemplo, el papel de la Policía Nacional y su nuevo rol en la transición, así como el papel de los Comités Locales de Justicia. En todo caso, a diferencia de otros trabajos que ha hecho la Fundación Paz & Reconciliación, el presente libro contempla recomendaciones, acciones de política pública y reformas estructurales a ambos sectores.


    En términos generales el libro está dividido en dos partes.La primera trabaja los temas de seguridad local y rural. Allí se abordan 4 temáticas. La primera se refiere a los retos en materia de seguridad rural que tendrá el país en los próximos meses y años. Se detectaron un total de cuatro retos generales. La segunda sección aborda, con un enfoque de política comparada, los casos de El Salvador y Sierra Leona en lo referente a la reforma del sector seguridad en el posconflicto. Procesos de paz ha habido muchos en las últimas décadas, pero similares al colombiano, es decir, que se desarrollen en medio de economías de guerra o criminales, han sido pocos. Diez se cuentan en total, y de todos ellos solo uno ha sido exitoso, que es el de Sierra Leona.


    La tercera parte del texto analiza la Dirección de Carabineros y Seguridad Rural de la Policía Nacional (Dicar), que es, tal vez, el ente encargado de afrontar de forma inmediata los desafíos que detecta la investigación. Aquí no se hace necesariamente una evaluación; lo que se intenta hacer es una caracterización de lo que hay y lo mínimo que debería cambiarse y fortalecerse para afrontar los desafíos del posconflicto en cuestión de meses. La cuarta parte se denomina “La Policía rural del futuro”, y en ella se hace un ejercicio de proyectar las reformas necesarias en el corto y mediano plazo, es decir entre uno y tres años. Es en esta sección donde se hacen las recomendaciones más determinantes en materia de reforma del sector seguridad.


    Entre otras, la investigación logra determinar que la idea de crear un Gendarmería Rural o Policía Rural —independiente de la Policía Nacional— es complicada de llevar a cabo, no solo por razones económicas o diseños institucionales, sino sobre todo por un tema de tiempo para copar el territorio dejado por las FARC. Lo que se propone, en cambio, es un verdadero revolcón en el andamiaje institucional de la Policía Nacional que lleve, en muy poco tiempo, a un fortalecimiento de la seguridad rural y de la Policía rural. Además, la investigación arroja una priorización territorial de municipios, y sobre todo de puntos rurales que deben tener de forma inmediata presencia de la Policía. Se detectaron 300 puntos rurales. Muchas otras cosas se van a encontrar en esta sección.


    En Colombia ha hecho carrera la frase de que el proceso de paz no traerá reformas grandes al Estado. Sobre todo lo repiten los militares, haciendo referencia al sector seguridad. No debe olvidarse que el presidente Santos prometió que el aparato militar no sería tocado. Fue una promesa política para evitar críticas del uribismo, pero evidentemente el sector debe ser reformado. Una cosa es un sector militar bajo un conflicto armado y otra en un escenario donde no hay confrontación armada. Por ello las preguntas son cómo y cuándo debería cambiar este sector.


    Desde que se inició el proceso de paz, uno de los mayores retos que se advirtió en materia de sostenibilidad de la paz tiene que ver con las garantías y mejoras en la seguridad de los territorios en los que operó la guerrilla y la consolidación de un Estado social de derecho. Los riesgos de que estos espacios fueran cooptados por otros grupos criminales siempre ha estado latente, y las consecuencias de estas nuevas disputas pondrían a estos territorios ante nuevos escenarios de violencia. En la región del sur de Córdoba, el Bajo Cauca antioqueño y el Pacífico colombiano, este ocupamiento ya se ha presentado y se ha expresado en asesinatos selectivos, desplazamientos forzados e intimidación de las estructuras armadas contra la población civil.


    En la segunda parte del libro se aborda el tema de la justicia en los territorios, lo que podría denominarse el rol de la justicia en lo local. Se logra determinar que los componentes del sistema de justicia funcionan de manera diferenciada frente a las necesidades y demanda de justicia de los ciudadanos. Las cabeceras urbanas de los municipios presentan una relativa e insuficiente oferta de justicia formal frente a las demandas de los habitantes para acceder al trámite de sus conflictos. Pero tratándose del ámbito rural, esta misma justicia formal no ha logrado llegar de manera permanente a las zonas apartadas de los municipios, y cuando transitoria o itinerantemente lo ha hecho, ha ofrecido respuestas poco eficientes, poco coordinadas y no pocas veces descontextualizadas de las realidades que en dichos contextos presentan las conflictividades existentes.


    La justicia formal judicial se encuentra limitada en su componente penal e investigativo ante la ausencia de instituciones clave para asegurar las rutas de atención de algunos conflictos. En muchos de los municipios estudiados no hace presencia Medicina Legal o Policía Judicial, y cuando lo hace, sus funcionarios no se encuentran suficientemente capacitados para la recolección y levantamiento del material probatorio; esto trae como consecuencia que los procesos judiciales —principalmente penales— se retrasen o que no ofrezcan respuestas adecuadas a las expectativas de los ciudadanos ante los conflictos que están denunciando.


    Por su parte, en las zonas rurales, la justicia funciona de otra manera. Frente a la ausencia de la justicia formal, es la justicia no formal, la comunitaria o la propia la que entra a resolver gran parte de la conflictividad que se presenta. Estas formas de justicia se caracterizan por el componente preventivo que ejercen dentro de las comunidades, buscando la reconstrucción del tejido comunitario y propendiendo por mejores formas de convivencia; la eficacia de las figuras que hacen presencia en las zonas rurales reside en el nivel de reconocimiento que tienen dentro de las comunidades.


    Por último, es necesario promover espacios efectivos de articulación entre los diferentes componentes de la justicia. Por esto los Sistemas Locales de Justicia deben ser concebidos como una estrategia orientada a mejorar el funcionamiento de la justicia en los territorios, que permita brindar respuestas integrales, eficientes y efectivas a los ciudadanos, tanto en las cabeceras municipales como en las zonas rurales. Para contribuir en ese objetivo, la Fundación Paz & Reconciliación propone una estrategia que consta de cuatro fases encaminadas a fortalecer tanto los componentes de justicia en sí mismos como las relaciones de comunicación y trabajo que desarrollan con otras entidades, al igual que con otros componentes.


    El texto no desconoce los avances, reformas, propuestas y planes que se han diseñado en estos dos sectores. De hecho, los recoge, pero se enfoca en analizar cuál es el aparato de justicia y seguridad que necesita el país.


    En términos generales, del libro se pueden desprender al menos cinco grandes conclusiones, aunque cada sección, en detalle, trabaja los diferentes aspectos de la propuesta de reforma:


     


    
      	Se logró detectar que en las zonas rurales de los municipios catalogados como “zonas posfarc” hubo agentes privados, principalmente ilegales, que prestaban servicios de seguridad y justicia. Un servicio déspota, autoritario, pero con el que la población se “acostumbró” a vivir. La población había adoptado una serie de comportamientos repetitivos, o pautas de convivencia, que emanaban de una estructura de dominación con grados altos de legitimidad social. Una legitimidad o validez2 que no emanaba de la legalidad de un Estado, sino que más bien se podría denominar un verdadero para-Estado.


      	El actual andamiaje institucional del sector Justicia y Seguridad que tiene el Estado colombiano no es el adecuado, no sirve o sirve parcialmente, y se va a quedar corto para suplir el papel de los ilegales en estos asuntos. Sin embargo, en el sector Justicia hay una mejor conciencia de esto y se construyeron pilares fundamentales para el proceso de reforma. Los Comités Locales de Justicia son un buen ejemplo. En el sector Seguridad la Policía ha creado iniciativas interesantes como se verá más adelante, para fortalecer la Dicar, pero la intención la tiene la Policía. Dentro del Ministerio de Defensa y en particular de las Fuerzas Militares se aspira a que todo siga igual, solo que se produzcan cambios en las prioridades de seguridad, nada más. El Estado se ha concentrado en cabeceras municipales y ha dejado olvidado al país rural.


      	Las institucionalidades de la Justicia y la Seguridad deben ser complementarias en lo rural. Deben llegar juntas a veredas y corregimientos: una depende de la otra. No puede ser por partes. La justicia solo funciona si hay un poder “coactivo” que la haga cumplir y, al revés, la justicia garantiza que ese poder represivo no se sobrepase. Nada se saca con reformar solo un sector y no el otro.


      	En la medida en que el dinero no alcanza para todo, que existen otras prioridades en los Acuerdos de Paz y, sobre todo, que administrativamente las reformas no se darán de un día para otro, ni siquiera las del muy corto plazo, en la investigación se encuentra una priorización de los territorios a intervenir. Claro está que esta priorización territorial debe ir acompañada de reformas nacionales. Hay conflictos estructurales, como el de la tierra, que afectan todo el país y las comunidades, y se debe tener una respuesta nacional. Lo mismo ocurre con la minería criminal, que escapa a la respuesta local. Por el contrario, otros conflictos son de orden coyuntural y no requieren tratamiento nacional para su solución.


      	El Estado debe reconocer lo que han hecho las comunidades y no llegar a destruir o a imponer todo, no sufrir del “síndrome de Adán”. Las comunidades han comenzado a gerenciar los asuntos asociados a la seguridad y la justicia. Reconocer estas construcciones colectivas es fundamental para que la ocupación de vacíos por parte del Estado no signifique un choque con las comunidades e incluso el empeoramiento de las situaciones de seguridad o administración de justicia.

    


     


    El presente libro es diferente a otros; pasa de la crítica a propuestas de reformas viables, financieramente estables y sobre todo que apunten a trabajar los retos que trae el posconflicto, pero aboga por que se reconozca lo mucho que se ha avanzado en materia institucional en estos sectores. Se reconoce la fortaleza institucional nacional, pero también las deficiencias a nivel local y regional.


     

  


  
    SEGURIDAD EN LA RURALIDAD:
 UNA PROPUESTA PARA EL POSCONFLICTO



     


    Ariel Ávila Martínez1


    Juan Diego Castro León2


     


     


    Después de 52 años de una guerra de baja intensidad3, Colombia está poniendo fin al conflicto armado más prolongado del hemisferio occidental. Sin embargo, luego de cinco décadas de confrontación, los retos para superar las causas estructurales del conflicto y sobre todo para evitar nuevas olas de violencia son inmensos. A diferencia de otros posconflictos, como el de Guatemala o Irlanda del Norte, el posconflicto colombiano tiene una característica que solo se encuentran en pocos casos de transiciones de confrontaciones armadas: la presencia de economías de guerra que perdurarán más allá de los actores que la crearon: 190 municipios con presencia de cultivos de coca, minería criminal y rutas de contrabando. Este texto trata sobre esos retos y otros adicionales en materia de seguridad rural, y además propone una reforma a la Policía Nacional y en particular a la Dirección de Carabineros y Seguridad Rural (Dicar), para que logre responder a los desafíos. Así mismo, el documento trabaja comparaciones con casos como los de El Salvador y Sierra Leona.


     


    RURALIDAD EN EL POSCONFLICTO


En el momento de hablar de seguridad rural en Colombia al menos quedan cuatro cosas claras. Por un lado, la mayoría de estudios, análisis e investigaciones se centran en los impactos y dinámicas del conflicto armado colombiano. Es decir, seguridad rural prácticamente es sinónimo de conflicto armado (Cubides, Jaramillo y Mora: 1986). Incluso, se puede decir que, en general, el tema tratado ha sido la presencia de grupos guerrilleros y —en menos proporción— de grupos paramilitares o estructuras del crimen organizado. De hecho, el Departamento Nacional de Planeación (DNP), en su diagnóstico sobre la seguridad rural en Colombia, se centra en analizar la presencia de grupos armados ilegales y la deficiencia institucional. No va más allá. Al respecto dice:


     


    El Estado enfrenta barreras para hacer presencia institucional efectiva en todo el territorio nacional; es el caso de los centros poblados dispersos. La presencia de actores armados al margen de la ley —como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP) o grupos paramilitares— es una de las principales razones. Igualmente hay deficiencias en el número de funcionarios en instituciones como la Policía Nacional, la Fiscalía o el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), entre otros (DNP: 2015a, 5).


     


    Un segundo aspecto que queda claro es que en materia de política pública la seguridad rural es una prioridad secundaria. La mayoría de los recursos son destinados a atender la seguridad y convivencia urbanas, ya que existe una alta concentración de conflictividad y los recursos son escasos. Por lo tanto, los Planes Integrales de Seguridad y Convivencia Ciudadana (PISCC) destinan los recursos a cámaras de videovigilancia, motos para la Policía Nacional y equipamientos en general. Para muchos alcaldes y funcionarios públicos, la seguridad rural es un tema de orden público que le corresponde a la nación y al Ejército colombiano. Esta percepción es fruto de las dinámicas del conflicto armado que ha vivido el país.


    En tercer lugar, la ausencia de datos de índole rural —producto de la violencia, la dispersión de la población y la geografía del país— ha llevado a que se piense que la conflictividad rural es similar a la urbana y a que, por ende, las acciones institucionales se basen en brigadas urbanas y rurales sin enfoques diferenciados, o bien a que se crea que las zonas rurales son “pacíficas”, ya que casi no se registran hechos de conflictividad social. De hecho, en un sinnúmero de trabajos sobre la ruralidad —como, por ejemplo, la vida campesina, la colonización tardía del país o la vida de las haciendas— ni siquiera se hace referencia a los problemas de convivencia que afectan esta población. Se hace de cuenta que no existen. Se cree implícitamente que el conflicto armado perturbó una vida armónica en lo rural (Molano, 2015).


    Solo en años recientes se ha logrado establecer que existe el mundo de la seguridad y la convivencia rural, en el cual, por ejemplo, se desarrollan conflictos sociales violentos, en los que la violencia de género es mucho más alta que en zonas urbanas y hay una ausencia de información.


    Por último, solo recientemente se ha innovado en los temas de la seguridad y la convivencia rural. El DNP realizó un diagnóstico interesante. El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) realizó una clasificación de lo que significa ruralidad en Colombia y logró construir una categorización a nivel municipal. Desarrolló un Índice de Ruralidad dentro de su Informe de Desarrollo Humano del 2011, el cual arroja las claves para entender cómo se debe analizar la seguridad rural.


    Dicho índice ofrece un análisis de la problemática rural desde siete (٧) dimensiones:


     


    
      	Espacial: ocupación del territorio.


      	Económica: explotación y aprovechamiento de los recursos del suelo y del subsuelo.


      	Ambiental: uso sostenible de los recursos naturales.


      	Social: relaciones y situación de los grupos humanos.


      	Cultural: imaginarios, identidades y cosmovisiones.


      	Política: monopolio de la seguridad y control del territorio y la población.


      	Institucional: reglas de juego y papel de la intervención pública.

    


     


    El análisis del estudio de ruralidad de Colombia arrojó dos conclusiones importantes:


     


    
      	Colombia es mayoritariamente rural, ya que “tres cuartas partes de los municipios del país son predominantemente rurales (75,5 %), allí vive el 31,6 % de la población y sus jurisdicciones ocupan el 94,4 % del territorio nacional” (PNUD: 2011).


      	La problemática rural no se ha tratado de manera integral sino meramente como “un problema sectorial y agropecuario, y por ende del resorte del Ministerio de Agricultura… [Lo cual] deja ver con claridad que hay más ruralidad que institucionalidad pública; en pocas palabras, más ruralidad que Estado” (PNUD: 2011).

    


     


    Vale la pena aclarar que el índice se construyó fundamentado en el número de habitantes por municipio y la distancia a centros poblados de más de 100 000 habitantes, lo cual significa que la ruralidad es concebida como un territorio integral y no como una mera aglomeración de población.


    Además, el Informe de Desarrollo Humano propone que “la nueva ruralidad —mayor complejidad en la comprensión del territorio sumada a actividades productivas de nuevo cuño— se asentó en un contexto de expansión y degradación de dos fenómenos centrales en la historia reciente del país: el narcotráfico y el conflicto” (PNUD: 2011), de tal manera que la ruralidad “se vio impactada por: (a) la penetración de criminalidad organizada, (b) el desplazamiento forzado y el despojo de tierras, y (c) la lucha por el control de territorios entre actores armados y el Estado” (PNUD: 2011).


    Por otro lado, en el 2014 el DNP desarrolló una nueva medición de criterios para establecer la definición de las áreas consideradas como rurales para así permitir la formulación de políticas diferenciadas dependiendo de las características territoriales (DNP: 2015b, 3). Para la construcción de estas nuevas categorías de ruralidad se establecieron los siguientes criterios para la clasificación: i) la ruralidad dentro del llamado Sistema de Ciudades, ii) la densidad poblacional y iii) la relación de población urbano-rural (DNP: 2015b, 3).


     


    
      
        

        

        
      

      
        
          	
            Ruralidad dentro del sistema de ciudades

          

          	
            Densidad Poblacional

          

          	
            Relación de población urbano-rural

          
        


        
          	
            El Sistema de Ciudades está constituido por municipios (núcleos) y sus respectivas aglomeraciones que: i) presentan dinámicas de desplazamiento diario de al menos el 10 % de la población trabajadora a otro municipio (este elemento se encuentra asociado a la premisa de conmutación laboral); ii) corresponde a municipios con población en cabecera igual o superior a 100 000 habitantes; y iii) los municipios con menos de 100 000 habitantes en cabecera pero que tienen importancia estratégica a nivel subregional en cuanto a prestación de servicios. Se logró establecer que 151 municipios hacen parte del Sistema de Ciudades de Colombia,la existencia de 18 aglomeraciones (asociado a 129 municipios) y 22 municipios de importancia subregional, de los cuales 8 municipios corresponden a capitales de departamento con población inferior a los 100 000 habitantes y 14 con funciones sub-regionales. Por lo anterior, se consideró que un primer paso era reconocer las zonas rurales que se encuentran dentro del Sistema de Ciudades y que, por lo tanto pueden aprovechar los beneficios generados de las aglomeraciones urbanas.

          

          	
            Se tomó el concepto de densidad poblacional propuesto por la OCDE para la identificación de los territorios rurales, debido a la inexistencia de una definición oficial de ruralidad en el mundo. Por esta razón, se define la comunidad rural como aquellos territorios donde la densidad poblacional es inferior a los 150 habitantes por kilómetro cuadrado. Este elemento permite inferir el comportamiento económico de los municipios,el agrupamiento (o dispersión) de la población y el acceso a bienes y servicios como: infraestructura, transporte, interconexión eléctrica, centros de salud, centros educativos, entre otros (Chomitz et al., 2005). Teniendo en cuenta lo anterior, la densidad poblacional fue calculada a partir de la información de las proyecciones poblacionales realizadas por el DANE y el área municipal. Se identifica que el 25 % de los municipios tienen una densidad inferior a 21,7 hab/km2, el 50 % tiene menos de 44,9 hab/km2 y el 75 % no alcanza los 92,8 hab/km2. De acuerdo con esto, se establecieron como umbrales los puntos de 10 hab/km2, 50 hab/km2 y 100 hab/km2.

          

          	
            Para poder identificar cuáles son los municipios que presentan un comportamiento (acceso a bienes y servicios) similar al de los territorios urbanos, pero que debido a su gran extensión obtienen densidades bajas, se analiza la relación entre el número de habitantes en la cabecera y el porcentaje que reside por fuera de ella. Se encontró que los municipios que tienen población en la cabecera mayor a los 25 000 habitantes se caracterizan porque el porcentaje de la población que habita en la zona “resto” (rural) es bajo, mientras que hay un alto número de municipios que tienen cabeceras municipales bajas y la mayoría de su población reside en la zona resto (considerados como los más rurales). Es importante mencionar que al observar todos los municipios que tienen más del 70 % de sus residentes fuera de las cabeceras municipales tienen como máximo 12 000 habitantes*. 


            Además, los municipios con una relación de población entre el 50 y el 60 % en zona resto se destacan por tener cabeceras con más de 25 000 habitantes que no hacen parte de ninguna aglomeración. Por estas razones,se considera que son puntos de corte adecuados para diferenciar a los municipios. Teniendo en cuenta lo anterior, se definen como puntos de corte los 25 000 habitantes en la cabecera y el 70 % de la población residente en la zona resto. 








    Fuente: Información tomada de DNP (2015b). Misión para la transformación del campo. Definición de categorías de ruralidad.



    * Con excepción de Candelaria, Valle, la cual hace parte de la aglomeración de Cali.



     


    Del cuadro anterior surgen varias conclusiones.


     


    
      	Al analizar la ruralidad geográficamente se tiene tres tipos de ruralidad. 

      
        	Ruralidad dentro de las ciudades.


        	Municipios rurales donde la dispersión de la población es bastante alta.


        	Una buena cantidad de municipios con cabeceras en las que vive solo el 25 % de la población total y la diferencia en el resto del municipio.

      



    


    



    El informe del DNP se enfoca en el conflicto armado y las economías criminales para explicar gran parte de las dinámicas poblacionales en la ruralidad colombiana. Teniendo en cuenta los criterios mencionados en la sección anterior se establecieron las llamadas categorías de ruralidad:


     


    
      Ciudades y aglomeraciones


      La tabla 1 presenta los municipios y aglomeraciones identificadas en el Sistema de Ciudades. Para el establecimiento de las categorías de ruralidad se analizaron todos los municipios, con el objetivo de determinar si presentan comportamientos urbanos o rurales. A partir de lo anterior, de las 18 aglomeraciones del Sistema de Ciudades se excluyeron seis: las aglomeraciones de Rionegro, Tuluá, Tunja, Girardot, Sogamoso y Duitama (desde la 13 hasta la 18), casos en los que se incluyó únicamente el municipio de mayor importancia (nodo), como se expone en la tabla 2. Adicionalmente se excluyeron las capitales de departamento que no cuentan con una población en la cabecera mayor a 100  000  habitantes. Los municipios consi-derados en la categoría de ciudades y aglomeraciones para el 2014 son 117, los cuales tienen población rural total de 2 088 360 y su área abarca el 6,4 %.

    


    Fuente: Información tomada de DNP (2015b). Misión para la transformación del campo. Definición de categorías de ruralidad.


     


    
      Intermedios


      Son aquellos municipios que tienen una importancia regional y con acceso a diversos bienes y servicios. Se caracterizan por tener entre 25 000 y 100 000 habitantes en la cabecera o que, a pesar de tener cabeceras menores, presentan alta densidad poblacional (más de 10 hab/km2). En el 2014 este grupo lo conforman 314 municipios, asociado a una población rural de 3 337 839 habitantes y a un área del 8,9 % del total nacional.

    


    Fuente: Información tomada de DNP (2015b). Misión para la transformación del campo. Definición de categorías de ruralidad.


     


    Tabla 1. Listado de ciudades y aglomeraciones y municipios con función subregional. Inclusión total de municipios


    
      
        

        
      

      
        
          	
            Nodo

          

          	
            Aglomeración

          
        


        
          	
            Bogotá

          

          	
            Bogotá, Bojacá, Cajicá, Chía, Cogua, Cota, Facatativá, Funza, Gachancipá, La Calera, Madrid, Mosquera, Nemocón, Sesquilé, Sibaté, Soacha, Sopó, Sutatausa, Tabio, Tausa, Tocancipá y Zipaquirá.

          
        


        
          	
            Medellín

          

          	
            Barbosa, Bello, Caldas, Copacabana, Envigado, Girardota, Itagüí, La Estrella, Medellín, Sabaneta.

          
        


        
          	
            Cali

          

          	
            Cali, Candelaria, Florida, Jamundí, Pradera, Vijes, Yumbo, en Cauca: Padilla, Puerto Tejada, Villa Rica.

          
        


        
          	
            Barranquilla

          

          	
            Baranoa, Barranquilla, Galapa, Malambo, Palmar de Varela, Polonuevo, Ponedera, Puerto Colombia, Sabanagrande, Sabanalarga, San Cristóbal (Bolívar), Santo Tomás, Sitionuevo, Soledad, Turbará, Usiacurí.

          
        


        
          	
            Cartagena

          

          	
            Arjona, Cartagena, Clemencia, Santa Rosa, Turbaco, Turbaná, Villanueva.

          
        


        
          	
            Bucaramanga

          

          	
            Bucaramanga, Floridablanca, Girón, Piedecuesta.

          
        


        
          	
            Cúcuta

          

          	
            Cúcuta, Los Patios, San Cayetano, Villa del Rosario.

          
        


        
          	
            Pereira

          

          	
            Dosquebradas, Pereira, Santa Rosa de Cabal.

          
        


        
          	
            Villavicencio

          

          	
            Villavicencio, Restrepo.

          
        


        
          	
            Manizales

          

          	
            Manizales, Villamaría.

          
        


        
          	
            Armenia

          

          	
            Armenia, Calarcá, Cirsasia, La Tebaida.

          
        


        
          	
            Pasto

          

          	
            Nariño, Pasto.

          
        


        
          	
            Municipios con función subregional

          

          	
            Guadalajara de Buga, San Andrés de Tumaco, Fusagasugá, Maicao, Ciénaga, Ocaña, Ipiales, Caucasia, Turbo, Pamplona, San Gil, Puerto Asís, Honda y Málaga.

          
        

      
    


    Fuente: Información tomada de DNP (2015b). Misión para la transformación del campo. Definición de categorías de ruralidad.


     


    Tabla 2. Listado de ciudades y aglomeraciones. Inclusión únicamente del nodo


    
      
        

        
      

      
        
          	
            Nodo

          

          	
            Aglomeración

          
        


        
          	
            Rionegro

          

          	
            El Carmen de Viboral, Guarne, La Ceja, Marinilla, Rionegro.

          
        


        
          	
            Tuluá

          

          	
            Andalucía, Tuluá.

          
        


        
          	
            Tunja

          

          	
            Chivatá, Cómbita, Motavita, Oicatá, Tunja.

          
        


        
          	
            Girardot

          

          	
            Flandes, Girardot, Ricaurte.

          
        


        
          	
            Sogamoso

          

          	
            Busbanzá, Corrales, Firavitoba, Iza, Monguí, Nobsa, Sogamoso, Tibasosa, Tópaga

          
        


        
          	
            Duitama

          

          	
            Cerinza, Duitama

          
        

      
    


    Fuente: Información tomada de DNP (2015b). Misión para la transformación del campo. Definición de categorías de ruralidad.


     


    Tabla 3. Criterios de clasificación. Municipios intermedios


    
      
        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Desagregación

          

          	
            Población en cabecera

          

          	
            Densidad

          

          	
            Porcentaje de la población
que reside en zona resto

          

          	
            Número de municipios

          
        


        
          	
            1

          

          	
            Entre 25 y 100 mil

          

          	
            Más de 10 hab/km2

          

          	

          	
            63

          
        


        
          	
            2

          

          	
            Menos de 25 mil

          

          	
            Más de 50 hab/km2

          

          	
            Menos de 70 %

          

          	
            216

          
        


        
          	
            3

          

          	
            Menos de 25 mil

          

          	
            Más de 100 hab/km2

          

          	
            Más del 70 %

          

          	
            35

          
        

      
    


    Fuente: Información tomada de DNP (2015b). Misión para la transformación del campo. Definición de categorías de ruralidad.


    
      Rural


      Corresponde a los municipios que tienen cabeceras de menor tamaño (menos de 25 000 habitantes) y presentan densidades poblacionales intermedias (entre 10 hab/km2 y 100 hab/km2). En total, para el 2014 son 373 municipios con población rural de 5 402 735 habitantes y área municipal de 19,8 % (tabla 4).

    


     


    Tabla 4. Criterios de clasificación. Municipios rurales


    
      
        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Desagregación

          

          	
            Población en cabecera

          

          	
            Densidad

          

          	
            Porcentaje de la población
que reside en zona resto

          

          	
            Número de municipios

          
        


        
          	
            1

          

          	
            Entre 25 y 100 mil

          

          	
            Entre 0 y 10 hab/km2

          

          	

          	
            3

          
        


        
          	
            2

          

          	
            Menos de 25 mil

          

          	
            Entre 10 y 50 hab/km2

          

          	
            Menos de 70 %

          

          	
            279

          
        


        
          	
            3

          

          	
            Menos de 25 mil

          

          	
            Entre 50 y 100 hab/km2

          

          	
            Más del 70 %

          

          	
            9

          
        

      
    


    Fuente: Información tomada de DNP (2015b). Misión para la transformación del campo. Definición de categorías de ruralidad.


    
      Rural disperso


      Son aquellos municipios y áreas no municipalizadas —ANM— que tienen cabeceras pequeñas y densidad poblacional baja (menos de 50 hab/km2). Para el 2014, en la categoría de “rural disperso” son considerados 318 territorios, asociados a una población rural de 3 658 702 habitantes y un área del 64,9 % del total nacional (tabla 5).

    


     


    Tabla 5. Criterios de clasificación. Municipios y Áreas No municipalizadas Rural disperso


    
      
        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Desagregación

          

          	
            Población en cabecera

          

          	
            Densidad

          

          	
            Porcentaje de la población
que reside en zona resto

          

          	
            Número de municipios

          
        


        
          	
            1


            2

          

          	
            Menos de 25 mil


            Menos de 25 mil

          

          	
            Entre 0 y 10 hab/km2


            Entre 0 y 50 hab/km2

          

          	
            Menos del 70 %


            Menos del 70 %

          

          	
            54


            264

          
        

      
    


    Fuente: Información tomada de DNP (2015b). Misión para la transformación del campo. Definición de categorías de ruralidad.


    Así las cosas, el consolidado es el siguiente:


     


    
      
        

        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Consolidado de las categorías de ruralidad

          
        


        
          	
            Categoría

          

          	
            Número de
Municipios y ANM

          

          	
            Población cabecera

          

          	
            Población resto

          

          	
            Población rural

          

          	
            Población total

          
        


        
          	
            Ciudades y aglomeraciones

          

          	
            117

          

          	
            28 529 930

          

          	
            2 088 360

          

          	
            2 088 360

          

          	
            30 618 290

          
        


        
          	
            Intermedios

          

          	
            314

          

          	
            4 644 221

          

          	
            3 337 839

          

          	
            3 337 839

          

          	
            7 982 060

          
        


        
          	
            Rural

          

          	
            373

          

          	
            3 110 823

          

          	
            2 291 912

          

          	
            5 402 735

          

          	
            5 402 735

          
        


        
          	
            Rural disperso

          

          	
            318

          

          	
            893 205

          

          	
            2 765 497

          

          	
            3 658 702

          

          	
            3 658 702

          
        


        
          	
            Total general

          

          	
            1.122

          

          	
            36 359 268

          

          	
            11 302 519

          

          	
            14 487 636

          

          	
            47 661 787

          
        


        
          	
            Porcentaje de la población

          

          	
            76,3 %

          

          	
            23,7 %

          

          	
            30,4 %

          

          	
            

          
        

      
    


    Fuente: Información tomada de DNP (2015b). Misión para la transformación del campo. Definición de categorías de ruralidad.


    
      
        [image: ]
      

    


    Mapa 1. Clasificación municipal de ruralidad.


    Fuente: Desarrollo propio. Información tomada de DNP (2015b). Misión para la transformación del campo.


     


    El estudio del DNP significa un reto para la Policía Nacional en la lógica como se asume la ruralidad. Hasta ahora la ruralidad para la Policía Nacional es todo aquello que no es cabecera urbana. Así las cosas, para la Policía Nacional todos los municipios tienen una parte rural y una urbana; no se distingue por tipos de municipios o por dispersión de la población. El mapa 1 muestra la distribución geográfica de las categorías de municipios descrita anteriormente.


    Como se verá a lo largo del texto, existen cuatro grandes retos en materia de seguridad y convivencia rural. El desarrollo de estos retos marcará el futuro del posconflicto, es decir, el punto de llegada luego de 10 años de implementación de los acuerdos de paz4. Sin embargo, estos retos se dividen en dos categorías o líneas de análisis: el combate al crimen organizado y las economías criminales que requieren operaciones con grupos especializados de la Policía Nacional; y, la línea de contravenciones, conflictos sociales y horizontales, que requieren un tipo de Policía de mediación, no armada y que dé cuenta de la respuesta institucional a los conflictos de justicia que se dan en los territorios. 


    Hasta el momento la Policía Nacional viene haciendo ambas cosas, aunque a nivel rural prima la policía de con capacidad operacional especial, lo que algunos expertos han denominado como una policía con capacidad militar5, la cual ni por doctrina, ni por experiencia, ni por formación puede dar cuenta de la conflictividad social horizontal entre comunidades. Tal vez aquí está el eje de la discusión.


     


    ¿Cómo transitar de la Policía Nacional militarizada a una Policía Nacional de paz?


    ¿Dónde se puede hacer esta transición y dónde no?


    ¿En términos institucionales qué significa dar este viraje?


     


    Pero la pregunta esencial es si la Policía Nacional puede hacer ambas cosas y, más aún, si una misma Policía Nacional rural las puede hacer, no solo en cuanto a capacidad humana, técnica o económica, sino —sobre todo— en términos de impacto social. Una comunidad que vive de la minería ilegal no va a entender cómo un día un policía llega a quemarles las dragas y a cogerlos presos por su actividad económica y al otro día llega a brindar actividades de integración con la población.


    Así las cosas, la ruralidad colombiana necesita responder a retos de criminalidad organizada y a una demanda de la población a la eficiencia de la respuesta institucional en materia de seguridad y justicia, derivado de los diferentes conflictos sociales. Cómo llenar ese vacío de forma rápida, cómo evitar contradicción entre ambos servicios y sobre todo cómo consolidar el Estado de derecho son las preguntas esenciales.


    En lo que sigue, el texto se divide en dos grandes secciones. Una primera da cuenta de los cuatro retos identificados por la investigación en materia de seguridad rural. Allí se hace un estudio geográfico, para ver la concentración de estos retos y las alternativas para combatirlos. La segunda parte se refiere a experiencias internacionales, particularmente las de El Salvador y Sierra Leona. No debe olvidarse que son muy pocos los posconflictos similares al colombiano, es decir, que se producen en medio de grandes economías de guerra. La gran mayoría han sido un fracaso, como los de la República Democrática del Congo o Birmania, y solo el de Sierra Leona fue exitoso.Así que se explorará qué llevó a este posconflicto a tener éxito. El modelo de Policía Nacional que se adoptó y la reforma al sector de seguridad que se desarrolló durante los primeros años constituyen una buena parte de la explicación.


    La tercera parte del texto se dedica a dar cuenta de la Dicar (Dirección de Carabineros y Seguridad Rural) y de la seguridad rural actual en el país. Aquí se señalan las ventajas y desventajas del actual modelo de seguridad rural en el país. No se trata de hacer una evaluación de la Dicar; por el contrario, de lo que se trata es de dar cuenta del abanico de nuevos retos que trae la etapa de posconflicto y los recursos con los que actualmente cuenta el país.


    La última parte se dedica a trabajar las conclusiones del texto con miras a generar recomendaciones para que la Po-licía asuma los retos en materia de seguridad en la etapa de transición. Las recomendaciones incluyen acciones de tipo inmediato —entre 0 y 3 años— y a mediano plazo —año 3 al año 10—.


     


    LOS RETOS DE LA SEGURIDAD Y LA CONVIVENCIA RURALES


Las olas urbanizadoras en Colombia han sido producto de tres situaciones. Por un lado, y al igual que en la mayoría de los países de la región, la urbanización fue producto del gran flujo de población de las áreas rurales a las áreas urbanas que produjo la Revolución Industrial a principios del siglo XX.


    Este fenómeno se intensificó en los años cincuenta por la apuesta urbanizadora (PNUD, 2011) de los países emergentes, y era necesario para el mantenimiento y crecimiento de las nuevas industrias, las cuales competían con el sistema feudal de la economía. Pero en Colombia se presenta este fenómeno con un agravante, ya que el movimiento poblacional estuvo ligado a los conflictos por la tenencia de la tierra y el desplazamiento causado por las guerras internas que se desataron desde la Independencia.


    La segunda situación que provocó la urbanización del país fue la violencia, con tres hitos históricos: la violencia de los años treinta —1928-1936—, la llamada Violencia —1948-1957— y la violencia del conflicto armado —1995-2005— (Centro de Memoria, 2013).


    Para 1938, el 70 % de la población vivía en el campo (Rueda Plata, 1999), pero para el 2015, según el Banco Mundial, la población urbana de Colombia superaba el 76 %, y sigue incrementándose. Es decir, en cuestión de un poco más de 70 años, la población rural tuvo un giro de 180 grados a una población urbana (Banco Mundial (a)). También existen otros factores para explicar este giro poblacional, como la inmigración y el crecimiento poblacional por el incremento en la expectativa de vida de las personas, pero en general el fenómeno habla de un crecimiento poblacional en el entorno urbano y una reducción porcentual sustancial en el entorno rural. Fue así como la concentración de los esfuerzos en seguridad ciudadana para mantener el orden y la legalidad en el campo se trasladó naturalmente a las ciudades, junto con la población.


    La tercera situación que provocó esta migración fue la oferta de servicios que garantizan una vida digna, como los servicios de educación, empleo, salud y otros servicios. El primero de ellos obligó a que mucha población joven migrara en busca de educación secundaria y universitaria (Cardona, 1977).


    En todo caso, la violencia fue el motor principal de las olas urbanizadoras.


    Con el incremento del conflicto armado colombiano y la rápida urbanización se produjeron varios fenómenos. Por un lado, las Fuerzas Militares se convirtieron en la cabeza principal de lucha contra las guerrillas. Así pues, se dio una división más o menos implícita, en la que la Policía Nacional se encargaba de la seguridad en las ciudades y cabeceras urbanas, y las FF. MM. se encargaban de la seguridad rural.


    Ello llevó a que se asumiera de nuevo —casi que implícitamente— que la seguridad rural era un tema de orden público y por ende de responsabilidad de la Nación y no de los entes territoriales. Con recursos casi que inexistentes, los municipios dedicaban todos sus esfuerzos a las cabeceras urbanas.


    Todo lo anterior, sumado a los ataques de las guerrillas a las cabeceras urbanas, provocó un proceso de militarización de la Policía. Los Escuadrones Móviles de Carabineros (Emcar) son un buen ejemplo de ello. El mapa 2 muestra el crecimiento de los Emcar durante la fase más complicada del conflicto armado (nótese cómo entre el 2002 y el 2007 se crearon 65 escuadrones).


    A su vez, durante estos años —2000 al 2009—, la Policía Nacional intentó retomar el control territorial perdido la década anterior, cuando las FARC aplicaron la estrategia de vacío de poder, que consistía en desalojar la presencia institucional de los municipios; para ello tomaban cabeceras urbanas, destruían comandos de policías y expulsaban a la Fuerza Pública (López, 2010).

Todo esto produjo que los esfuerzos de la Policía Nacional se fundamentaran en regresar a esos municipios y para ello necesitaban estar preparados militarmente, por lo que asumieron un papel de choque militar, lo que a su vez los llevó a la militarización.


    Fue así como la policía dejó de lado el despliegue de su función preventiva y de regulación del comportamiento ciudadano, para tener un rol más profundo en el marco del conflicto armado lo cual suponía prácticas de defensa territorial.


    El cuadro 1 muestra el fortalecimiento de la Policía Nacional en temas de infraestructura y recursos técnicos, así como en materia de crecimiento en planeación estratégica.


    Así las cosas, esta lógica llevó al abandono de la seguridad rural mientras que el movimiento poblacional, junto con la crudeza de la guerra interna, promovió que la Policía Nacional se focalizará en su labor en zonas urbanas, mientras que en zonas rurales tenían un comportamiento y actuación de corte militar.

    
      
        [image: ]
      

    


    Mapa 2. Crecimiento de los Emcar durante la fase del conflicto armado


    Fuente: Desarrollo propio, con datos del Ministerio de Defensa de agosto del 2002 a julio del 2007.


     


    Cuadro 1. Fortalecimiento de la Policía Nacional


    
      
        

        

        

        

        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Tipo de unidad

          

          	
            2002

          

          	
            2003

          

          	
            2004

          

          	
            2005

          

          	
            2006

          

          	
            2007

          

          	
            2008

          

          	
            TOTAL

          
        


        
          	
            Regiones

          

          	

          	

          	

          	

          	
            8

          

          	

          	

          	
            8

          
        


        
          	
            Departamentos

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
            1

          

          	

          	
            1

          
        


        
          	
            Metropolitanas

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
            1

          

          	
            3

          

          	
            4

          
        


        
          	
            Comando Especial de Seguridad Ciudadana

          

          	

          	

          	

          	

          	
            1

          

          	

          	

          	
            1

          
        


        
          	
            Estaciones

          

          	
            8

          

          	
            141

          

          	
            18

          

          	
            1

          

          	

          	

          	

          	
            168

          
        


        
          	
            Subestaciones

          

          	
            3

          

          	
            6

          

          	
            2

          

          	
            18

          

          	
            103

          

          	
            13

          

          	
            1

          

          	
            146

          
        


        
          	
            Puestos de Policía

          

          	
            2

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            2

          

          	
            3

          

          	
            5

          

          	

          	
            14

          
        


        
          	
            Escuelas

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	

          	
            2

          

          	
            2

          
        

      
    


    Fuente: Desarrollo propio, con datos 2002-2008 del Ministerio de Defensa.


     


    

    Así lo demuestra el estudio de Bernardo Pérez, que muestra cómo hoy en día en las zonas predominantemente urbanas,las cuales albergan el 45 % de la población colombiana, en una extensión agregada de menos del 1 % del territorio conti-nental del país, hace presencia el 50 % de los efectivos policiales asignados a la Dirección de Seguridad Ciudadana (Pérez, 2015: 19).
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